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Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor DARINTSONTH ELIÉCER PALENCIA TRIANA contra la Dirección Seccional de Fiscalías de Risaralda, al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     

1.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que aporta el señor PALENCIA TRIANA se puede concretar así:

Es desmovilizado de las BACRIM denominadas ERPAC desde el 25-11-11.
Por medio de amenazas el Subintendente Augusto Guzmán Benavides y el capitán Víctor Hugo Correa, de la Estación de Policía de Cumarivo-Vichada, le dijeron que si no daba información para entregar un cabecilla, lo mandaban para la cárcel.

Entregó la información con el compromiso de que “se hiciera efectiva la recompensa y el 8% del material incautado”, hecho que no sucedió porque hasta el momento no ha recibido nada de lo prometido, solo amenazas contra su vida.
Debido a lo anterior remitió derecho de petición a la Dirección Seccional de Fiscalías mediante el cual solicitó que se investigara por qué los agentes mencionados no habían cumplido lo que por ley les corresponde, y hasta la fecha no ha recibido respuesta.

Acorde con lo expuesto pide al juez de tutela amparar su derecho fundamental de petición y ordenar a la Dirección Seccional de Fiscalías que entregue una respuesta a su solicitud.
2.- CONTESTACIÓN

2.1.- Al trámite se vinculó a la Dirección Seccional de Fiscalías de Risaralda, entidad, en virtud a lo cual se recibió el oficio N° DSF-0678 del 09-04-13, donde la señora Directora indicó que el señor DARINTSONTH ELIÉCER presentó ante esa entidad petición para solicitar el pago de la recompensa por colaboración ofrecida dentro del trámite adelantado por la Fiscalía 73 Especializada de Villavicencio. 
En ese sentido, teniendo en cuenta que la información y el trámite solicitado por el peticionario no era de competencia de esa Dirección, mediante oficio N°0239 del 05-02-13 la petición se remitió a la doctora LAURA MILENA SÁNCHEZ PEÑA, Fiscal 73 Especializada adscrita a la Unidad Nacional contra Bandas Criminales en Villavicencio, funcionaria a la que le correspondía dar respuesta.

Señala que esa oficina lleva un estricto control de la correspondencia recibida, y da prelación al trámite de los derechos de petición, para que a los mismos se les dé respuesta en los términos previstos por la ley, es decir, que esa oficina no vulneró ningún derecho al actor.

Adicionalmente, anunció que el 08-04-13 dio traslado de la acción de tutela y del auto que la admitió, a la Fiscal 73 Especializada para lo de su competencia.

2.2.- Una vez recibida la contestación entregada por la Directora Seccional de Fiscalías de Risaralda, mediante auto del 11-01-13 se vinculó a la Fiscalía 73 Especializada de Villavicencio; sin embargo, esa oficina ya había remitido respuesta en virtud al traslado que con anterioridad se le había hecho.

En ese escrito se expuso que el 11-02-13 se recibió en esa oficina la petición del señor PALENCIA TRIANA, y el 15 de febrero la delegada fiscal dio respuesta al requerimiento, pero en virtud a que a partir de esa fecha retomaba su período de vacaciones, el cual había sido interrumpido para atender una audiencia de juicio oral, por un error de su parte, al no contar con una dirección exacta, no le informó a su asistente que el oficio ya estaba listo para enviar.
Luego de la exclusión del señor PALENCIA TRIANA del programa, se comunicó con él en algunas oportunidades, y éste le manifestó no tener residencia fija, motivo por el cual no resultó fácil enviarle la respuesta.

El 06-03-13 se trató de establecer comunicación con él pero no fue posible, y solo hasta el día en que se contestó esta acción de tutela, se logró contacto telefónico en el cual aportó una dirección para la notificación, donde se le envió la respuesta que se reclama.
3.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos allegados al trámite por las partes.

4.- Para resolver, SE CONSIDERA

De conformidad con lo reglado en los Decretos 2591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 de 2000, la Sala es competente para pronunciarse sobre la solicitud de amparo constitucional presentada. 

4.1.- Problema jurídico planteado 

Corresponde establecer a la Colegiatura si ha existido en el presente caso violación alguna al derecho fundamental de petición del que es titular el accionante, y si es procedente la acción de tutela para aceptar las pretensiones que hace en su escrito de tutela.
4.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito para la protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público y a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

A este respecto, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043 del 29-01-09 cuando se dijo:

“[…] La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental. En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado
:

“Se ha dicho en reiteradas ocasiones que el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna
 a la petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos características deben estar complementadas con la congruencia de lo respondido con lo pedido. Así, la respuesta debe versar sobre aquello preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición. Esto no excluye que además de responder de manera congruente lo pedido se suministre información relacionada que pueda ayudar a una información plena de la respuesta dada.

El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona que elevó la solicitud conoce su respuesta
. Se hace necesario reiterar que no se considera como respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, puesto que no es él el titular del derecho fundamental
 […]” -negrillas fuera de texto-

Acorde con lo expuesto, una vez confrontada la información que aportó el señor PALENCIA TRIANA, con la respuesta entregada por la Fiscalía 73 Especializada de Villavicencio -quien en últimas era la que debía responder-, concluye la Colegiatura que el derecho fundamental de petición del actor no ha sido vulnerado, como pasa a verse:
Se pudo comprobar que el 01-02-13 el señor DARINTSONTH ELIÉCER remitió una petición ante la Dirección Seccional de Fiscalías de Risaralda, y esta entidad al encontrar que la información requerida correspondía a la Fiscalía 73 Especializada de Villavicencio, el 05-02-13 la envió a ese despacho para lo de su competencia y allí se elaboró la correspondiente respuesta, la que no fue posible entregar a tiempo debido a que no se conocía el lugar de residencia del peticionario, y tuvo que esperar a tener contacto telefónico para de esa forma concertar el lugar a donde se dirigiría la contestación.
Valga resaltar que la Fiscalía 73 no pudo entregar a tiempo la réplica a la petición objeto de tutela, debido a causas ajenas a su falta de actuar, puesto que no tenía conocimiento de la dirección de residencia o el lugar a donde podía remitir su escrito, información que se presume cierta de conformidad con el principio constitucional de la buena fe, y además porque una vez revisado el escrito de tutela que ahora nos convoca, tampoco se relacionó la dirección a la cual debían remitirse las notificaciones, situación que muy seguramente se justifica por la condición de desmovilizado que ostenta el señor PALENCIA TRIANA.
En esos términos, al no existir negligencia por parte de la Fiscalía 73 Especializada de Villavicencio para pronunciarse sobre la petición formulada, y al conocerse que la misma ya fue enviada al lugar indicado por el actor, con  no hay lugar a conceder la protección del derecho fundamental invocado, y en consecuencia se negará el amparo deprecado.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo del derecho invocado por el señor  DARINSONTH ELIÉCER PALENCIA TRIANA.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ
� T-669 de agosto 6 de 2003, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 


� “Ver sentencia T-159-93, M. P. Vladimiro Naranjo Mesa. El actor interpuso acción de tutela a nombre de su hijo, quien había perdido el 100% de su capacidad laboral con el fin de que se le protegiera el derecho fundamental de petición y en consecuencia se le reconociera y pagara la pensión de invalidez a que tenía derecho. No obstante, luego de más de dos años de presentada la solicitud, la demandada no había respondido. En la sentencia T-1160  A /01, M. P. Manuel José Cepeda se concedió la tutela a una persona que había interpuesto recurso de apelación contra la decisión negativa de pensión de invalidez de origen no profesional y pasados más de seis meses no había obtenido respuesta alguna.”


� “En sentencia T-178/00, M. P. José Gregorio Hernández la Corte conoció de una tutela presentada en virtud de que una personería municipal no había respondido a una solicitud presentada. A pesar de constatar que la entidad accionada había actuado en consecuencia con lo pedido, se comprobó que no había informado al accionante sobre tales actuaciones, vulnerándose así el derecho de petición.”


� “Ver sentencia T-615/98, M. P. Vladimiro Naranjo Mesa (la Corte concedió la tutela al derecho de petición por encontrar que si bien se había proferido una respuesta, ésta había sido enviada al juez y no al interesado).”
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